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Sr. Amilivia González, Presidente La Sección Primera del 
Consejo Consultivo de Castilla y 
León, reunida en Zamora el día 7 
de octubre de 2014, ha examinado 
el procedimiento de responsabilidad 
patrimonial iniciado como conse-
cuencia de la reclamación presen-
tada por Dña. xxxx1, y a la vista del 
mismo y tal como corresponde a 
sus competencias, emite, por 
unanimidad, el siguiente 

 
Sr. Rey Martínez, Consejero y 
Ponente 
Sr. Velasco Rodríguez, Consejero 
 
Sra. García Fonseca, Secretaria 
 
 
 
 
 
 
 

DICTAMEN 
 
I 

ANTECEDENTES DE HECHO 
 
El día 5 de septiembre de 2014 tuvo entrada en este Consejo Consultivo 

la solicitud de dictamen preceptivo sobre el procedimiento de responsabilidad 
patrimonial iniciado como consecuencia de la reclamación presentada por Dña. 
xxxx1, debido a los daños derivados de acoso moral laboral. 
 

Examinada la solicitud y admitida a trámite el 9 de septiembre de 2014, 
se procedió a darle entrada en el registro específico de expedientes del Consejo 
con el número de referencia 438/2014, iniciándose el cómputo del plazo para la 
emisión del dictamen, previa ampliación de éste, tal como dispone el artículo 52 
del Reglamento de Organización y Funcionamiento del Consejo Consultivo de 
Castilla y León, aprobado por la Resolución de 5 de febrero de 2014, de la Mesa 
de las Cortes de Castilla y León. Turnado por el Sr. Presidente del Consejo, 
correspondió su ponencia al Consejero Sr. Rey Martínez. 

 
Primero.- El 16 de mayo de 2014 Dña. xxxx1 presenta una reclamación 

de responsabilidad patrimonial ante la Universidad de xxx1, debido a los daños 
sufridos por acoso moral laboral, que acredita a través de la Sentencia del 
Juzgado de lo Contencioso Administrativo nº 1 de xxx1 de 25 de septiembre de 
2012, que estima parcialmente la demanda interpuesta por la reclamante y 
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declara que ésta sufrió acoso moral por parte de Dña. xxxx2 en el periodo en 
que aquélla prestó servicios para la Universidad de xxx1 bajo la dependencia de 
ésta, actitud que fue consentida por parte de la Universidad de xxx1 con 
incumplimiento de sus deberes laborales de protección de la salud de sus 
trabajadores, y condena a la Universidad a adoptar las medidas necesarias para 
el cese de la situación de acoso laboral. Por Sentencia de la Sala de lo 
Contencioso Administrativo de xxx2 del Tribunal Superior de Justicia de Castilla 
y León de 28 de mayo de 2014, se desestima la apelación interpuesta contra la 
sentencia de instancia. 

 
Solicita la interesada una indemnización de 200.000 euros por el daño 

moral y económico causado, puesto que, tal como declara probado la Sentencia 
del Juzgado de lo Contencioso Administrativo nº 1 de xxx1, permaneció en 
situación de incapacidad temporal desde el 15 de diciembre de 2004 hasta el 5 
de diciembre de 2005 y en tratamiento psicológico y psiquiátrico hasta 
mediados del año 2007. Justifica la valoración igualmente en el hecho de que 
participó en el concurso convocado por Resolución de la Universidad de xxx1 de 
2 de mayo de 2006, para cubrir plazas de personal docente e investigador 
contratado laboral fijo, en concreto la plaza código vvvv, categoría “Profesor 
Colaborador Fijo, área de conocimiento: Enfermería. Departamento: Enfermería 
y Fisioterapia”, de cuya Comisión de Selección formaba parte Dña. xxxx2 y Dña. 
xxxx3, respecto de las que formuló recusación, desestimada mediante 
Resolución del Rectorado de la Universidad de xxx1 de 5 de julio de 2006. Por 
escrito de 18 de octubre de 2006 interpuso recurso de alzada contra la 
propuesta de provisión de plazas a fin de reiterar los motivos de la recusación, 
el cual fue igualmente desestimado por Resolución de la Universidad de xxx1 de 
11 de diciembre de 2006. Dicha plaza no le fue adjudicada, lo que le ha 
provocado un daño, además de moral, material de difícil cuantificación. 

 
Acompaña a su escrito copia de las resoluciones judiciales citadas. 
 
Segundo.- Previa admisión a trámite de la reclamación por Resolución 

del Rectorado de 30 de mayo, se acuerda la apertura de período probatorio el 2 
de junio. 

 
El 19 de junio la reclamante aporta, además de otros informes médicos 

sobre su evolución, copia del informe de 16 de junio de 2014 de la Unidad de 
Salud Mental del Complejo Asistencial de xxx1, en el que consta que ha sido 
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atendida “desde el año 2004 al 13 de agosto de 2007 en las consultas de 
Psicología y Psiquiatría, por clínica ansioso depresiva, que la paciente relaciona 
con estrés laboral”, así como copias de la hoja de servicios de la interesada 
expedida por la Universidad de xxx1, del certificado de la Universidad referido a 
su participación en el concurso para cubrir la plaza de profesor colaborador fijo 
del área de Enfermería, de la Sentencia del Juzgado de lo Social nº 2 de xxx1 
nº 50/2007, de 6 de febrero de 2007, que declara que la situación de 
incapacidad temporal (en adelante I.T.) de la interesada desde el 15 de 
diciembre de 2004 al 5 de diciembre de 2005, lo fue por accidente de trabajo y 
no por enfermedad común, de la Sentencia de la Sala de lo Social del Tribunal 
Superior de Justicia de Castilla y León de 4 de julio de 2007, que confirma la 
anterior, y de actuaciones de los procedimientos judiciales planteados por la 
reclamante en defensa de sus intereses, hasta ser reconocido el acoso laboral 
por las Sentencias del Juzgado de lo Contencioso-Administrativo nº 1 de xxx1 
de 25 de septiembre de 2012 y del Tribunal Superior de Justicia de Castilla y 
León de 28 de marzo de 2014, anteriormente referidas.  

 
Entre ellas, figura en el expediente la Sentencia del Juzgado de lo 

Contencioso Administrativo nº 2 de xxx1 de 12 de diciembre de 2007, que 
desestima el recurso contencioso-administrativo interpuesto contra la 
Resolución de la Universidad de xxx1 de 11 de diciembre de 2006, que 
desestima el recurso de alzada formulado por la reclamante contra la propuesta 
de la Comisión de Selección para la provisión de la plaza de Profesor 
Colaborador Fijo, área de conocimiento: Enfermería. Departamento: Enfermería 
y Fisioterapia. Esta Sentencia es confirmada en apelación por la de 31 de julio 
de 2008 de la Sala de lo Contencioso Administrativo de xxx2 del Tribunal 
Superior de Justicia de Castilla y León. 

 
También figuran distintos escritos presentados por la interesada ante la 

Universidad los días 26 de mayo de 2008, 14 de abril de 2009, 29 de abril de 
2010, 21 de marzo de 2011, 28 de febrero de 2012, 20 de marzo de 2013 y 24 
de febrero de 2014, en los que, con redacción similar indica “Que por Sentencia 
nº 50/07 del Juzgado de lo Social nº 2 de xxx1 de 6 de febrero de 2007, 
confirmada por la Sala de lo Social del Tribunal Superior de Justicia de Castilla y 
León (Rec. Núm. 858/07 de fecha 4 de julio de 2007) que confirma la primera, 
se declara probada la existencia de `mobbing´ o acoso laboral ejercido sobre 
mi persona por parte de Doña xxxx2, quien era Directora del Departamento de 
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Enfermería, estando en situación de l. T. por tal causa desde el 15-12-04 al 05-
12-05. 

 
»Que a la vista de tales hechos, es mi voluntad formular, en el 

ejercicio de los derechos que me asisten, la correspondiente reclamación por 
Responsabilidad Patrimonial frente a esa Universidad de xxx1 cuantificando los 
daños soportados en 30.000 euros, si bien y como quiera que hay otros 
procedimientos judiciales instados ante la jurisdicción Contencioso-
Administrativa que guardan relación con los precitados hechos, es por lo que, a 
la espera de la resolución de aquellos, no procedo aún a presentar formalmente 
dicha reclamación patrimonial, si bien la dejo anunciada a efectos de paralizar 
la prescripción de dicha acción”.  

 
Tercero.- El 15 de julio el Jefe de Servicio de Recursos Humanos 

informa sobre los períodos de I.T. de la interesada y sobre aquellos otros en los 
que Dña. xxxx2 desempeñó el cargo de Directora-Administradora del 
Departamento de Enfermería y Fisioterapia, en el que cesó el 30 de septiembre 
de 2006. 

 
Cuarto.- Concedido trámite de audiencia a la reclamante el 7 de julio, 

no consta la presentación de alegaciones  
 

 Quinto.- El 18 de agosto de 2014 se formula propuesta de resolución 
desestimatoria de la reclamación.  
 

En tal estado de tramitación, se dispuso la remisión del expediente al 
Consejo Consultivo de Castilla y León para que emitiera dictamen. 

 
 

II 
CONSIDERACIONES JURÍDICAS 

 
1ª.- El Consejo Consultivo de Castilla y León dictamina en el presente 

expediente con carácter preceptivo, de conformidad con lo previsto en el 
artículo 4.1.i),1º de la Ley 1/2002, de 9 de abril, reguladora del Consejo 
Consultivo de Castilla y León, correspondiendo a la Sección Primera emitir el 
dictamen según lo establecido en el apartado tercero, 1.g) del Acuerdo de 6 de 
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marzo de 2014, del Pleno del Consejo, por el que se determina la composición y 
competencias de las Secciones. 

 
2ª.- El procedimiento se ha instruido con arreglo a lo previsto en los 

artículos 139 a 144 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen 
Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo 
Común, desarrollados por el Reglamento de los procedimientos de las 
Administraciones Públicas en materia de responsabilidad patrimonial, aprobado 
por el Real Decreto 429/1993, de 26 de marzo. 

 
3ª.- Concurren en la reclamante los requisitos de capacidad y 

legitimación exigidos por la Ley 30/1992, de 26 de noviembre. La competencia 
para resolver la presente reclamación corresponde al Rector de la Universidad 
de xxx1, en virtud de lo dispuesto en el artículo 20.1 de la Ley Orgánica 
6/2001, de 21 de diciembre, de Universidades, en relación con el artículo 80 del 
Acuerdo 243/2003, de 23 de octubre, de la Junta de Castilla y León por la que 
se aprueba el Estatuto de la Universidad de xxx1. 

 
4ª.- El artículo 106.2 de la Constitución establece que “Los particulares, 

en los términos establecidos por la ley, tendrán derecho a ser indemnizados por 
toda lesión que sufran en cualquiera de sus bienes y derechos, salvo en los 
casos de fuerza mayor, siempre que la lesión sea consecuencia del 
funcionamiento de los servicios públicos”. 

 
La referencia constitucional a la ley debe entenderse hecha a los 

artículos 139 y siguientes de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre. 
 
Conforme a la jurisprudencia del Tribunal Supremo, la reiterada doctrina 

del Consejo de Estado, así como la de este Consejo Consultivo, la 
responsabilidad patrimonial de la Administración Pública exige la concurrencia 
de los siguientes requisitos: 

 
 a) La existencia de un daño efectivo, evaluable económicamente e 

individualizado en relación con una persona o grupo de personas. 
 
 b) El carácter antijurídico del daño, en el sentido de que la 

persona que lo sufre no tenga el deber jurídico de soportarlo, de acuerdo con la 
ley. 
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 c) La imputabilidad a la Administración de la actividad dañosa, es 
decir, la integración del agente en el marco de la organización administrativa a 
la que pertenece o la titularidad pública del servicio o la actividad, en cuyo 
ámbito se produce el daño. 

 
 d) La relación de causa a efecto entre la actividad administrativa y 

el resultado dañoso, nexo causal que implica la necesidad de que el daño sea 
consecuencia del funcionamiento normal o anormal de un servicio público o 
actividad administrativa en relación directa e inmediata. 

 
 e) Ausencia de fuerza mayor. 
 
 f) Que no haya transcurrido un año desde el momento en que se 

produjo el hecho causante. 
 
5ª.- El asunto sometido a consulta versa sobre la reclamación de 

responsabilidad patrimonial presentada por Dña. xxxx1, debido a los daños 
derivados de acoso moral laboral. 

 
La primera cuestión que debe abordarse es la de si la reclamante ha 

ejercitado la acción en tiempo hábil, de acuerdo con lo establecido en el artículo 
142.5 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre. La propuesta de resolución 
advierte de que ha prescrito el derecho a reclamar, entendiendo, en definitiva, 
que se ha producido la presentación extemporánea de la reclamación, con 
infracción del referido artículo, si bien se pronuncia también sobre el fondo, 
estimando parcialmente la reclamación por considerar acreditada la relación 
causal, pero disentir de la valoración del daño efectuada por la interesada.  

 
En relación con la prescripción, ha de partirse de la doctrina imperante 

en la jurisprudencia, a la que también se refiere el Consejo de Estado. El 
Dictamen de este último, nº 242/1999, de 15 de abril, se refiere a esta cuestión 
con palabras que resumen la posición entonces ya predominante en la doctrina: 

 
“En este sentido debe destacarse que este Cuerpo Consultivo ha 

venido tradicionalmente considerando que el plazo de prescripción de un año 
para promover la acción de responsabilidad extracontractual de la 
Administración debe interpretarse en sentido flexible, antiformalista y favorable 
al perjudicado, de tal suerte que las actuaciones judiciales interrumpen la 
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prescripción para el ejercicio de la acción de responsabilidad patrimonial de la 
Administración, de tal manera que, una vez concluidas las actuaciones 
judiciales, comienza a computarse de nuevo entero el plazo de un año previsto 
al efecto. Así lo ha venido sosteniendo el Consejo de Estado en numerosos 
dictámenes (187/95, de 16 de febrero de 1995; 1.624/95, de 5 de octubre de 
1995; 1.919/95, de 11 de octubre de 1995; 31/96, de 21 de febrero de 1996; 
2.124/96, de 11 de julio de 1996; y 5.672/97, de 27 de noviembre de 1997, 
entre otros). 

 
»Ningún reparo cabe oponer a que tal criterio pueda aplicarse a 

los casos en que las actuaciones que preceden a la reclamación indemnizatoria 
deducida en vía administrativa son actuaciones no de orden procesal, sino 
administrativas o de otro tipo, cuando no evidencian un abandono de su 
pretensión de reclamar, ni un aquietamiento del perjudicado. Cuando éste inicia 
una acción extrajudicial (cual es, por ejemplo, la de reclamar directamente ante 
la empresa contratista de las obras) conectada directamente con lo que 
después constituirá su pretensión en la vía de reclamación de responsabilidad 
de la Administración, es posible considerar que en tales casos, con rigor, no 
podría hablarse de abandono real de su acción de reclamar por parte del 
perjudicado”. 

 
Después de indicar que el peticionario había revelado en su actuación 

“un animus interruptivo patente y demostrativo, sobre todo, de su intención de 
no abandonar su derecho a reclamar”, se continúa afirmando en el citado 
dictamen: 

 
“No resulta ocioso, por lo demás, recordar, a estos efectos, la 

tendencia jurisprudencial favorable a una atenuación del rigor en la apreciación 
de las causas interruptivas, más en consonancia con el tratamiento restrictivo y 
cauteloso que de la institución jurídica de la prescripción se viene propugnando 
(Sentencias del Tribunal Supremo de 14 de octubre de 1991, 12 de mayo de 
1994 y 20 de junio de 1994). 

 
»La Sentencia del Alto Tribunal de 22 de marzo de 1985, 

perfectamente ilustrativa de esta corriente jurisprudencial, declaró que ‘la 
prescripción como limitación al ejercicio tardío de los derechos, en beneficio de 
la seguridad jurídica, excluye una interpretación rigorista por tratarse de una 
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institución que, por no hallarse fundada en la justicia intrínseca, debe merecer 
un tratamiento restrictivo’ (…)”.  

 
La doctrina jurisprudencial fijada por el orden jurisdiccional civil, en lo 

relativo a la prescripción ha avanzado por el camino de la flexibilidad, alejada 
de toda interpretación restrictiva o rigurosa. La Sentencia del Tribunal Superior 
de Justicia de Aragón, Sala de lo Contencioso-Administrativo, de 12 de 
noviembre de 2003, que aplica tal doctrina en un supuesto de responsabilidad 
patrimonial de la Administración Pública, se refiere a ella del siguiente modo: 

 
“Conforme a reiterada doctrina jurisprudencial, de la que es 

exponente la Sentencia de la Sala 1ª del Tribunal Supremo de 16 de enero de 
2003, «por ser la prescripción un instituto no fundado en la justicia intrínseca 
sino en el principio de seguridad jurídica a fin de evitar en la medida de lo 
posible el ejercicio tardío de los derechos (Sentencias de 7 de enero de 1881, 
30 de septiembre de 1986, 20 de octubre de 1988 y las en ella citadas, 14 de 
octubre de 1991), debe ser aplicada con espíritu restrictivo, de tal forma que 
cuando se ponga de relieve un simple atisbo de animus conservandi en quien la 
misma se pretende aplicar, habrá de entenderse interrumpido el plazo de 
prescripción (vid. Sentencia de 18 de septiembre de 1987 y las en ella 
citadas)». Afirmándose en la de la Sala 3ª de dicho Alto Tribunal de 16 de 
enero de 2002 que «la prescripción, como limitación del ejercicio tardío de los 
derechos en beneficio de la seguridad jurídica, excluye una interpretación 
rigorista, por tratarse de una institución que, al no hallarse fundada en la 
justicia intrínseca, debe merecer un tratamiento restrictivo, hasta el punto de 
que el plazo prescriptivo no puede ser aplicado en forma absoluta que no 
permita ponderadas y racionales interpretaciones»; en el mismo sentido, entre 
otras, las de 5 de marzo de 2001, 4 de noviembre de 2000, 29 de enero de 
1994 y 24 de marzo de 1992”. 

 
La misma jurisprudencia que ha vinculado la interrupción a la voluntad 

conservativa del derecho ha exigido su exteriorización, manifestación o 
constatación en plazo, de forma que resulte fehaciente o suficientemente 
evidenciada al sujeto favorecido por la prescripción. Así, el Tribunal Supremo, 
en Sentencia de 13 de octubre de 1994, ha declarado además que “el acto 
interruptivo de la prescripción exige, no sólo la actuación del acreedor, sino que 
llegue a conocimiento del deudor su realización”. 
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De cualquier modo la comentada doctrina habrá de aplicarse caso por 
caso, ponderando las circunstancias concurrentes, sin soluciones apriorísticas.  

 
Debe partirse de que el plazo de prescripción en el caso de la 

responsabilidad administrativa regulada en la Ley 30/1992, de 26 de 
noviembre, es el de un año, previsto en el artículo 142.5 de la misma Ley que 
dispone que “en todo caso, el derecho a reclamar prescribe al año de producido 
el hecho o el acto que motive la indemnización o de manifestarse el efecto 
lesivo. En caso de daños, de carácter físico o psíquico, a las personas el plazo 
empezará a computarse desde la curación o la determinación del alcance de las 
secuelas”. 

 
Por su parte, la jurisprudencia del Tribunal Supremo viene reiterando que 

el día inicial no será aquel en que se produce el daño, sino aquel en que 
termina de manifestarse el efecto lesivo, o se alcanza la curación o la 
determinación de las secuelas físicas, con lo que el perjudicado adquiere cabal y 
perfecto conocimiento de la trascendencia y del mal que padece (Sentencias de 
5 de junio de 1991, 10 de mayo de 1993 y 30 de abril de 1996).  

 
Así las cosas, en el supuesto planteado y, frente a lo que mantiene la 

propuesta de resolución, aunque la situación de acoso laboral finalizó el 30 de 
septiembre de 2006 con el cese de la Directora del Departamento en cuestión, 
los distintos procedimientos judiciales incoados por la interesada tanto ante la 
jurisdicción social, en virtud de demanda de 5 de junio de 2006 encaminada a 
obtener la calificación del período de I.T como accidente de trabajo, en vez de 
enfermedad común, resuelta por Sentencias de instancia y de apelación de 6 de 
febrero y 4 de julio de 2007, respectivamente, como ante la jurisdicción 
contencioso-administrativa con el objeto de que se declarase la existencia de 
acoso y la responsabilidad por la inactividad administrativa ante él, a través del 
Procedimiento Ordinario nº 5/2006, incoado el 4 de enero de 2006 y resuelto 
por Sentencias de 25 de septiembre de 2012, la de instancia, y de 28 de marzo 
de 2014, la de apelación, impiden apreciar la existencia de prescripción de la 
acción. A ello se suman los numerosos escritos presentados por la interesada a 
los efectos de interrumpir la prescripción, detallados en el antecedente segundo 
del dictamen, que en nada revelan un abandono de la acción. 

 
Conforme a la doctrina anteriormente expuesta, las actuaciones 

judiciales referidas interrumpen la prescripción para el ejercicio de la acción de 
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responsabilidad patrimonial de la Administración, de tal manera que, una vez 
concluidas las actuaciones judiciales, comienza a computarse de nuevo entero 
el plazo de un año previsto al efecto. Por ello, concluidas aquéllas con la 
Sentencia de la Sala de lo Contencioso-Administrativo de 28 de marzo de 2014, 
la reclamación presentada el 16 de mayo de 2014 debe considerarse 
presentada en plazo, por lo que no cabe apreciar la excepción de prescripción 
sino entrar a resolver sobre el fondo de la cuestión planteada.  

 
6ª.- Centrados así en el fondo del asunto, en el caso analizado la 

existencia de relación causal entre la actividad administrativa y el resultado 
dañoso ha sido declarada en los pronunciamientos judiciales recaídos en los 
procesos incoados por la interesada con tal fin, y así se admite por la 
Administración en la propuesta de resolución. En particular, el fallo de la 
Sentencia del Juzgado de lo Contencioso Administrativo nº 1 de xxx1 de 25 de 
septiembre de 2012, declara que la interesada sufrió acoso moral por parte de 
Dña. xxxx2 en el periodo en que prestó servicios para la Universidad de xxx1 
bajo la dependencia de ésta, actitud que fue consentida por parte de la 
Universidad de xxx1 con incumplimiento de sus deberes laborales de protección 
de la salud de sus trabajadores, la cual es condenada a adoptar las medidas 
necesarias para el cese de la situación de acoso laboral. 

 
En cuanto a la prueba del daño, la citada Sentencia califica como hecho 

probado el que la grave situación laboral condujo a la reclamante a contraer un 
síndrome ansioso-depresivo que desembocó en su baja laboral desde el 15 de 
diciembre de 2004 al 5 de diciembre de 2005 y que la Administración consintió 
la situación de acoso moral mientras la reclamante prestó servicios bajo la 
dependencia jerárquica de Dña. xxxx2, hasta el 30 de septiembre de 2006. 

 
No se acredita, sin embargo, el daño derivado de la falta de adjudicación 

de la plaza de “Profesor Colaborador Fijo, área de conocimiento: Enfermería. 
Departamento: Enfermería y Fisioterapia”, convocada a concurso por 
Resolución de la Universidad de xxx1 de 2 de mayo de 2006, puesto que -como 
consta en el expediente- la legalidad de la actuación administrativa en este 
supuesto ha sido declarada en la Sentencia del Juzgado de lo Contencioso 
Administrativo nº 2 de xxx1 de 12 de diciembre de 2007, que desestima el 
recurso contencioso-administrativo interpuesto contra la Resolución de la 
Universidad de xxx1 de 11 de diciembre de 2006, que desestima el recurso de 
alzada formulado por la reclamante contra la propuesta de la Comisión de 
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Selección para la provisión de dicha plaza. Dicha Sentencia fue confirmada en 
apelación por la de 31 de julio de 2008 de la Sala de lo Contencioso 
Administrativo de xxx2 del Tribunal Superior de Justicia de Castilla y León. 

 
En consecuencia, con la salvedad indicada, procede declarar la existencia 

de responsabilidad patrimonial de la Administración al concurrir los 
presupuestos legalmente exigidos para ello. 

 
7ª.- Sobre el importe de la indemnización reclamada, la interesada 

solicita por todos los conceptos una indemnización alzada de 200.000 euros. 
Como se indicó anteriormente, a falta de acreditación del daño derivado de la 
no adjudicación de plaza en el concurso convocado por la Universidad, en este 
caso, la indemnización debe ceñirse a resarcir el daño causado por la 
inactividad administrativa para poner fin al acoso laboral que padeció desde el 4 
de julio de 2003 hasta el 30 de septiembre de 2006, período en el que Dña. 
xxxx2 fue Directora/Administradora del Departamento en cuestión, y en el que 
la reclamante se encontró bajo su dependencia jerárquica. 

 
En relación con el daño moral, la jurisprudencia viene exigiendo que los 

daños morales, cuando concurran y se soliciten, deben valorarse de forma 
suficientemente motivada y justificada sobre la base de las pruebas en las que 
se funde la existencia misma del daño moral; y aunque la existencia del daño 
moral pueda no admitir o exigir prueba, sí lo admiten y debe exigirse la prueba 
de los hechos y circunstancias en que se basa su existencia. En este sentido 
cabe citar las Sentencias del Tribunal Supremo de 16 de enero de 2003 y de 10 
de diciembre de 2002. Pues bien, acreditada, como se ha expuesto, la realidad 
del daño moral causado, este Consejo considera razonable la indemnización de 
15.000 euros propuesta por la Administración, que ha valorado el daño 
tomando en consideración el período al que se extendió, con análisis de la 
solución judicial que ha sido adoptada en casos semejantes al que ahora se 
dictamina, en los que se opta por cifras similares a la indicada. 

 
Todo ello sin perjuicio de que el importe de la indemnización deba 

actualizarse a la fecha en que se ponga fin al procedimiento de responsabilidad, 
de acuerdo con lo previsto en el artículo 141.3 de la Ley 30/1992, de 26 de 
noviembre. 
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III 
CONCLUSIONES 

 
En mérito a lo expuesto, el Consejo Consultivo de Castilla y León 

informa: 
 
Procede dictar resolución estimatoria parcial, por importe de 15.000 

euros, en el procedimiento de responsabilidad patrimonial iniciado como 
consecuencia de la reclamación presentada por Dña. xxxx1, debido a los daños 
derivados de acoso moral laboral.  

 
No obstante, V.E. resolverá lo que estime más acertado. 

 


